
INFORME DE LA INTERVENCIÓN GENERAL DE LA COMUNIDAD DE MADRID DE 14 DE FEBRERO DE 2020. CONSORCIOS URBANÍSTICOS. DERECHO DE SEPARACIÓN. DISOLUCIÓN POR INACTIVIDAD, LIQUIDACIÓN, CRÉDITOS DE TERCEROS FRENTE AL CONSORCIO. APORTACIONES EXTRAORDINARIAS.

Modalidad de informe: Discrepancia.
Área temática: Ejecución del gasto público. Procedimiento administrativo
Informe vigente.
Se ha recibido en esta Intervención General escrito de discrepancia, planteada por el Director General de Suelo de la Consejería de Medio Ambiente, Ordenación del Territorio y Sostenibilidad, de conformidad con el artículo 88.1.a) de la Ley 9/1990, de 8 de noviembre, reguladora de la Hacienda de la Comunidad de Madrid y el artículo 16 del Decreto 45/1997, de 20 de marzo, por el que se desarrolla el Régimen de Control Interno y Contable ejercido por la Intervención General de la Comunidad de Madrid.

La discrepancia surge como consecuencia del reparo formulado por la Intervención delegada en la Consejería, sobre la propuesta de segunda aportación (extraordinaria) en el año 2019 de la Comunidad de Madrid al Consorcio Urbanístico “Móstoles Tecnológico”, por un importe de 63.085 euros.

Se acompaña, junto al escrito de discrepancia, determinada documentación, acreditándose los siguientes

ANTECEDENTES

1. Se publicaron en el Boletín Oficial de la Comunidad de Madrid (BOCM) de 17 de agosto de 2005, los Estatutos del Consorcio Urbanístico “Móstoles-Tecnológico” (en adelante CUMT). Según dicha publicación el Consorcio se constituye el 24 de octubre de 2001 con objeto de desarrollar los suelos incluidos en el ámbito del PAU-5 del Plan General de Ordenación Urbana de Móstoles, y está formado por la Comunidad de Madrid, a través del Instituto Madrileño de Desarrollo (IMADE) y el Ayuntamiento de Móstoles, a través del Instituto Municipal del Suelo (IMS). 

Posteriormente, el 9 de octubre de 2012, se publicó en el BOCM el Acuerdo de 19 de julio de 2012, del Consejo de Gobierno, de ratificación de las modificaciones estatutarias de varios consorcios urbanísticos y, entre ellos, del CUMT. La modificación estatutaria consistió en la designación de la Comunidad de Madrid como ente consorciado en sustitución del extinto IMADE.

El CUMT (CIF V83240663) está registrado en el inventario de entes de la Comunidad de Madrid con el número 12-28-035-C-C-000 y alta de 24 de octubre de 2001. El ente está participado al 50% por la Comunidad de Madrid y el Ayuntamiento de Móstoles. 
2. El Consejo de Administración del CUMT acordó por unanimidad, en sesión celebrada el 7 de marzo de 2019, aprobar una aportación económica extraordinaria de 441.668,08 euros (220.834,04 euros cada una de las dos Administraciones participantes), con objeto de «cubrir el déficit de tesorería del Consorcio, con el fin de hacer frente al pago de las facturas y gastos pendientes y atender el pago del Requerimiento del Procedimiento Monitorio 686/2018 del Juzgado de 1ª Instancia nº 3 de Móstoles».

En la Certificación expedida por la Secretaria del Consejo de Administración de 12 de marzo de 2019, consta el acuerdo adoptado, indicando que, en la sesión del Consejo de Administración, el Director-Gerente informó que la tesorería del CUMT «atraviesa por graves dificultades económicas que se manifiestan, entre otras razones, en el saldo negativo de la cuenta corriente de la que es titular en BANKIA, notificación de la Agencia Tributaria de embargo de cuentas, la imposibilidad de abonar las preceptivas cuotas a la Seguridad Social y salario de la trabajadora asalariada, Dª Marina Escudero, así como el impago de un número importante de facturas y gastos a proveedores, cuya relación provisional se adjunta». Asimismo informa «que la situación económica del Consorcio se ha visto agravada con la notificación recibida, el día 6 de febrero de 2019, […] de la CÉDULA DE REQUERIMIENTO del JUZGADO DE 1ª INSTANCIA Nº 03 DE MÓSTOLES, Procedimiento Monitorio 686/2018, por la que se concede un plazo de 20 días hábiles desde la notificación para abonar el pago de la cantidad de 191.668,08 € a la ASOCIACIÓN MADRID NETWORK o, en su caso, formular oposición».

En la tan mencionada sesión, uno de los vocales manifiesta «que parte de la deuda se corresponde con el pago del IBI y que el Ayuntamiento va a proceder a su compensación».

La Comunidad de Madrid tramitó el correspondiente expediente administrativo y realizó una aportación al CUMT por importe de 220.834,04 euros (ADOK/2019/150475) contabilizada el 4 de abril de 2019. La memoria justificativa que inicia el expediente, de fecha 12 de enero de 2019 y suscrita por el Director-Gerente del ente, justifica la aportación extraordinaria propuesta en los Acuerdos adoptados por el Consejo de Administración el 7 de marzo de 2019 y señala que tiene por objeto «cubrir el déficit de tesorería del Consorcio, con el fin de hacer frente al pago de las facturas y gastos pendientes y atender el pago del Requerimiento del Procedimiento Monitorio 686/2018 del Juzgado de 1ª Instancia nº 3 de Móstoles».

El Ayuntamiento de Móstoles no ha realizado la aportación que le corresponde en ejecución del acuerdo adoptado, a pesar de haber sido notificado en tiempo y forma por el CUMT (sello de registro de la notificación del acuerdo adoptado al Ayuntamiento de 21 de marzo de 2019).

3. El 15 de junio de 2019 se constituyó una nueva Corporación Municipal en el Ayuntamiento de Móstoles, de conformidad con el resultado de las elecciones locales celebradas el día 26 de mayo de 2019.

Consta en la Memoria de 20 de diciembre de 2019 de la Dirección General del Suelo, que da origen a la discrepancia que se analiza en esta Resolución y a la que se hará referencia posteriormente, que «el día 16 del mismo mes [junio] se envió escrito al Ayuntamiento solicitando la designación de sus representantes en el Consorcio, rogando la remisión, a la mayor brevedad posible, de acuerdo adoptado por el órgano competente al respecto, con el fin de no paralizar la actividad del Consorcio. Escrito que fue reiterado con fecha 18 de septiembre de 2019.

Nuevamente y a pesar a los requerimientos tanto por escrito como verbales efectuados al Ayuntamiento, hasta la fecha no han designado a sus representantes en el Consorcio, lo que impide la convocatoria de sesión del Consejo de Administración y el funcionamiento del Consorcio»
.

4. El 20 de diciembre de 2019, mediante escrito del Director-Gerente del CUMT, se formula solicitud de aportación económica «ante la necesidad de cubrir los importes que se derivan del coste salarial del periodo que abarca de Noviembre de 2019 a Febrero de 2020, que incluyen Nómina, Seguros Sociales e IRPF, y cuyo importe se sitúa en 15.000 € de la trabajadora Marina Escudero Parro.

Así mismo, ante la posible situación de Despido por Causas Objetivas si procede ejercitar el derecho de separación en función de los Acuerdos a adoptar e informes precisos, la cantidad de 48.085 €».

A raíz de esta solicitud se inicia expediente administrativo en la Consejería de Medio Ambiente, Ordenación del Territorio y Sostenibilidad con la propuesta de realizar al CUMT una aportación extraordinaria (la segunda de 2019) de 63.085,00 euros (documento contable ADOK/2019/544704), posición presupuestaria G/261O/87000 (participación en consorcios). 

Al expediente se acompañan certificados de la Tesorería General de la Seguridad Social (TGSS), de la Agencia Estatal de Administración Tributaria (AEAT) y de la Dirección General de Tributos y Ordenación del Juego. El primero de ellos es negativo al tener deudas pendientes el Consorcio con dicha Administración
. 

La Intervención delegada el 27 de diciembre de 2019, emitió informe desfavorable formulando reparo, al estimar que «No procede el gasto propuesto, ya que:

-     No existe acuerdo del Consejo de Administración del Consorcio Móstoles Tecnológico, que aprueba la aportación económica que se pretende llevar a cabo con este expediente de gasto.

-     Al amparo de lo establecido en la Disposición Adicional Décima de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público, la Comunidad de Madrid no estaría obligada a efectuar aportación al fondo patrimonial, si el otro Ente Consorciado no ha realizado las aportaciones a las que estuviera obligado».

El reparo de la Intervención delegada recoge lo dispuesto en el artículo 125 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público (en adelante LRJSP) sobre el ejercicio del derecho de separación de los miembros de un consorcio.

5. Se recibe en esta Intervención General con fecha 7 de enero de 2020, escrito de discrepancia planteado por el Director General de Suelo frente al reparo formulado por la Intervención delegada.

En dicho escrito se da por reproducida la memoria justificativa del gasto y se reiteran los incumplimientos del Ayuntamiento de Móstoles que provocan, por una parte, «que nuevamente se hayan dejado de abonar las facturas y gastos pendientes, así como las preceptivas cuotas de la Seguridad social y salario de la trabajadora del Consorcio, Dª Marina Escudero Parro, que según información facilitada por el Director-Gerente se estima 15.000 € para Nómina, Seguros Sociales e IRPF y ante la posible situación de Despido por Causas Objetivas si procede ejercitar el derecho de separación en función de los acuerdos a adoptar e informes precisos, la cantidad de 48.085 €» y, por otra parte, que la falta de designación de sus representantes tras las elecciones municipales «está impidiendo el normal funcionamiento del  Consorcio […], lo que impide la celebración de sesión del Consejo de Administración y el funcionamiento del Consorcio».  

Concluyendo en el escrito de discrepancia que se considera «necesario proceder, con carácter urgente, al pago de los salarios de la trabajadora, ya que, con independencia de las sanciones y recargos por impago de las cuotas de la Seguridad Social, existen dudas sobre si podría exigirse responsabilidad a los representantes de la Comunidad de Madrid designados como miembros del Consejo de Administración y teniendo en cuenta que el Consorcio está adscrito a la Comunidad de Madrid y la responsabilidad frente a terceros es solidaria de ambos entes consorciados […]»
.
Tras el análisis de los antecedentes anteriormente descritos, y a fin de resolver la discrepancia, esta Intervención General considera oportuno hacer las siguientes 

CONSIDERACIONES

I

Tramitación de las discrepancias ante

la Intervención General de la Comunidad de Madrid

Según la Instrucción Cuarta de la Instrucción de 28 de marzo de 2006 de la Intervención General de la Comunidad de Madrid, por la que se establece el procedimiento de elevación de las consultas y discrepancias planteadas ante la Intervención General, el artículo 16 del Decreto 45/1997, de 20 de marzo, por el que se desarrolla el Régimen de Control Interno y Contable ejercido por la Intervención General de la Comunidad de Madrid, «las consultas y discrepancias se elevarán a la Intervención General a través de las correspondientes Intervenciones Delegadas». 

Por tanto, en este supuesto y dado que la discrepancia se ha remitido directamente a la Intervención General, prescindiendo de la tramitación administrativa desarrollada por la Instrucción mencionada, no se ha cumplido por parte del órgano gestor con las indicaciones establecidas.

Que la tramitación administrativa exija que las discrepancias se presenten ante la Intervención delegada quien a su vez las remitirá a la Intervención General, responde a la necesidad de completar con los datos que obren en la delegada el expediente administrativo, de forma que la Intervención General tenga todos los necesarios para analizar el desacuerdo formulado.

No obstante, en aras a la economía procedimental y a que el expediente puede integrarse a través de los otros dos expedientes de 2018 y 2019 que constan en Nexus, la eficiencia administrativa aconseja no proceder a la devolución del expediente al órgano gestor si bien debe dejarse constancia de que la tramitación ordinaria exige, para tener pleno conocimiento de las circunstancias concurrentes, que el expediente se tramite ante la Intervención delegada quien, con los antecedentes e informes que considere necesarios, lo eleva a la Intervención General.

II

Los consorcios urbanísticos. Normativa aplicable

La Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público, estable en su artículo 118 que los consorcios son entidades de derecho público, con personalidad jurídica propia y diferenciada, cuyo objeto es el desarrollo de actividades de interés común a las Administraciones Públicas integrantes, dentro del ámbito de sus competencias; y en su Disposición transitoria segunda. Entidades y organismo públicos existentes, indica que sus preceptos serán de aplicación desde su entrada en vigor a los consorcios ya constituidos.

Los consorcios se «regirán por lo establecido en esta Ley [LRJSP], en la normativa autonómica de desarrollo y sus estatutos», pero «en lo no previsto en esta Ley, en la normativa autonómica aplicable, ni en sus Estatutos sobre el régimen del derecho de separación, disolución, liquidación y extinción, se estará a lo previsto en el Código Civil sobre la sociedad civil, salvo en régimen de liquidación, que se someterá a lo dispuesto en el artículo 97, y en su defecto, el Real Decreto Legislativo 1/2010, de 2 de julio
».

Respecto al funcionamiento y financiación de los consorcios cabe destacar la Disposición adicional décima. Aportaciones a los consorcios: “Cuando las Administraciones Públicas o cualquiera de sus organismos públicos o entidades vinculados o dependientes sean miembros de un consorcio, no estarán obligados a efectuar la aportación al fondo patrimonial o la financiación a la que se hayan comprometido para el ejercicio corriente si alguno de los demás miembros del consorcio no hubiera realizado la totalidad de sus aportaciones dinerarias correspondientes a ejercicios anteriores a las que estén obligados”. Esta Disposición adicional abunda en el contenido de la redacción del artículo 124. Contenido de los estatutos: los estatutos incluirán «cláusulas que limiten las actividades del consorcio si las entidades consorciadas incumplieran los compromisos de financiación o de cualquier otro tipo, así como fórmulas tendentes al aseguramiento de las cantidades comprometidas por las entidades consorciadas con carácter previo a la realización de las actividades presupuestadas» (letra b)) y las causas de disolución del consorcio (letra d)).

En cuanto a la extinción y liquidación de los consorcios, la misma norma en el artículo 125.1, menciona que los miembros de un consorcio podrán separarse del mismo en cualquier momento siempre que no se haya señalado término para su duración, desarrollando en los párrafos siguientes el procedimiento para hacer efectivo este derecho.

En el caso de que el consorcio esté participado por dos Administraciones Públicas, el derecho de separación produce la disolución del consorcio (artículo 126.1 LRJSP). La disolución del consorcio también produce su liquidación y extinción (artículo 127.1 del mismo texto legal).
En la Comunidad de Madrid los consorcios urbanísticos están regulados en el artículo 76 de la Ley 9/2001, de Suelo de la Comunidad de Madrid. Se definen como entidades dotadas de personalidad jurídica propia, con presupuesto independiente de las Administraciones Públicas que los crean y, si así se decide por las entidades consorciadas, patrimonio propio.  

Sobre el personal del consorcio, el artículo 121 de la LRJSP, establece que «El personal servicio de los consorcios podrá ser funcionario o laboral y habrá de proceder exclusivamente de las Administraciones participantes. Su régimen jurídico será el de la Administración Pública de adscripción y sus retribuciones en ningún caso podrán superar las establecidas para puestos de trabajo equivalente en aquélla.
Excepcionalmente, cuando no resulte posible contar con personal procedente de las Administraciones participantes en el consorcio en atención a la singularidad de las funciones a desempeñar, el Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas, u órgano competente de la Administración a la que se adscriba el consorcio, podrá autorizar la contratación directa de personal por parte del consorcio para el ejercicio de dichas funciones».
III

Consorcio Urbanístico Móstoles Tecnológico (CUMT)

De acuerdo con los Estatutos del CUMT, «desde el momento de su constitución, está dotado de personalidad jurídico-administrativa propia» (artículo 18) y «formalizará su contabilidad distinguiendo lo que es actuación fiduciaria, que se reflejará en la cuenta de inversiones y resarcimientos correspondientes a cada Ente consorciado, y lo que constituye administración ordinaria del presupuesto anual de sostenimiento, y el patrimonio propio» (artículo 20); es más, según el artículo 21 del mismo texto, «La participación en el Consorcio se reconocerá y contabilizará con arreglo a las diferentes aportaciones de los consorciados. Inicialmente esta será de un 50 por 100 de cada una de las partes». En el mismo artículo se indica que «los retrasos que se produzcan en el pago de las cantidades que los entes consorciados deban abonar al Consorcio, que impliquen costes financieros o de otra naturaleza para el Consorcio, serán asumidos por el ente que hubiera ocasionado el retraso».
Los fines del Consorcio se describen en el artículo 5 de sus Estatutos y, en el artículo 6, se crean los órganos encargados de desarrollarlos y gestionarlos. En concreto, y a los efectos decisorios del ente, el Consejo de Administración es el órgano superior del Consorcio, integrado por el presidente, el vicepresidente y seis vocales (tres nombrados por la Comunidad de Madrid y tres por el Ayuntamiento de Móstoles) y el Consejo de Dirección (órgano facultativo que podrá ser designado por el Consejo de Administración en calidad de estructura permanente de administración) que está compuesto por cuatro miembros, dos a propuesta del miembro autonómico y dos a propuesta del ente local. 
El Consorcio actúa en nombre propio respecto del patrimonio de su titularidad y como fiduciario de los entes consorciados respecto del resto de fines que le han sido encomendados, atendiendo al artículo 25 de sus Estatutos.

Finalmente, sobre la disolución del ente, los artículos 26 y siguientes del texto fundacional establecen que la disolución del Consorcio se acordará por, al menos, las tres cuartas partes de los miembros del Consejo de Administración (referencia que se realiza también en el artículo 9) y la ratificación de las administraciones consorciadas. 

Especialmente, el artículo 27 señala que los entes consorciados podrán plantear la liquidación al Consejo de Administración, entre otras causas por la «Imposibilidad de realización de los fines encomendados, como consecuencia de la falta o insuficiencia de las aportaciones comprometidas por las Administraciones consorciadas o por otro motivo acreditado» o por «Acuerdo mutuo de las Administraciones consorciadas o, en su caso, a petición de una de ellas, mediante acuerdo adoptado en virtud de causa justificada y suficiente, y de acuerdo con la legislación que le sea aplicable».

El «acuerdo de disolución del Consorcio, adoptado por el Consejo de Administración, deberá respetar la vigencia de los derechos y obligaciones contraídas por el Consorcio frente a terceros» (artículo 28) y por sí o por terceros «constituirá la oportuna comisión liquidadora para la distribución de las cargas y beneficios, de las propiedades de suelo e inmobiliarias, de los bienes y derechos y de los demás recursos económicos en proporción a las aportaciones de cada ente consorciado».

IV

La propuesta de segunda aportación extraordinaria
 de la Comunidad de Madrid al CUMT en 2019
Son tres los aspectos a clarificar en relación con la situación actual del CUMT y la propuesta de aportación extraordinaria objeto de discrepancia. El primero tiene que ver con la extinción o disolución del ente, el segundo con su liquidación y el tercero con los créditos de terceros frente al organismo y el abono de todo o parte de los mismos por la Comunidad de Madrid.

Para abordar el primero de ellos debemos destacar que, indica en el apartado 2. Estado de situación de las obras del Consorcio, de la Memoria justificativa de la primera aportación extraordinaria de 2019 (220.834,04 euros – ADOK/2019/150475), de 12 de marzo de 2019, suscrita por el Director-Gerente del CUMT, que están «Finalizadas y recepcionadas en 2008 por el Ayuntamiento de Móstoles las obras correspondientes al Proyecto de Urbanización en el Sector», de lo que cabe presumir que, en estos momentos, se desarrollan en el Consorcio labores de gestión ordinaria.
Sin embargo, uno de los dos entes consorciados está desatendiendo de forma reiterada sus obligaciones de financiación y de gestión del CUMT, al imposibilitar la constitución del Consejo de Administración en su calidad de órgano superior impidiendo el ejercicio de las funciones que le corresponden y que describe el artículo 9 de los Estatutos (entre ellas acordar la disolución del CUMT, sin perjuicio de la correspondiente aprobación por las Administraciones consorciadas –letra b)- o aprobar los presupuestos y cuentas anuales –letra a)-).

De esta forma el CUMT se ve obligado a incumplir sus propios Estatutos ya que el artículo 18 de los mismos señala que «El Consorcio, desde el momento de su constitución, está dotado de personalidad jurídico-administrativa propia, realizará las actividades que le han sido encomendadas en estos Estatutos con arreglo a la legislación […]» (el subrayado es nuestro).

Así, aunque el artículo 4 de los propios Estatutos establezcan una duración al CUMT
, la cláusula temporal deviene inaplicable ante la negativa del Ayuntamiento de Móstoles de transferir las cantidades que le corresponden y de nombrar los vocales necesarios, aspectos ambos que imposibilitan el funcionamiento del Consorcio y la consecución de sus fines.

Por ello resulta imposible proceder a la disolución del ente en los términos previstos en el artículo 26 de los Estatutos que, sin especificar las causas de disolución, fija la mayoría necesaria para la adopción del acuerdo en el Consejo de Administración (tres cuartas partes de sus miembros) y la ratificación de los órganos de decisión de los entes consorciados
.

El artículo 125 de la LRJSP, como se ha mencionado con anterioridad, declara el derecho de separación de uno de los miembros del consorcio en los siguientes términos: «Los miembros de un consorcio […], podrán separarse del mismo en cualquier momento siempre que no se haya señalado término para la duración del consorcio.

Cuando el consorcio tenga una duración determinada, cualquiera de sus miembros podrá separarse antes de la finalización del plazo si alguno de los miembros del consorcio hubiera incumplido alguna de sus obligaciones estatutarias y, en particular, aquellas que impidan cumplir con el fin para el que fue creado el consorcio, como es la obligación de realizar aportaciones al fondo patrimonial»
.

Aunque la Comunidad de Madrid tiene derecho a separarse del CUMT por incumplimiento estatutario de la otra Administración consorciada, cabe preguntarse, no obstante, si la Administración autonómica puede no ejercer ese derecho y mantener el Consorcio.

Siguiendo el argumento del informe ya citado del Servicio Jurídico en la Consejería (127/2018, de 10 de octubre), en cuanto al «criterio de facilitar la extinción de los consorcios que trasluce la Ley [LRJSP]» y tomando en consideración los perjuicios que no solo para terceros sino también para el propio erario público tiene el mantenimiento de la situación actual, en que diversas deudas se mantienen vigentes generando intereses, cabe concluir con el informe jurídico, que «Expuesto lo anterior, la disolución del consorcio en el caso que nos ocupa, pudiera constituir un imperativo legal»
.

El ejercicio por la Comunidad de Madrid del derecho de separación produce la disolución del CUMT, de conformidad con el artículo 127.1 de la LRJSP. 

No corresponde aquí realizar un análisis del procedimiento de liquidación con la distribución de cargas y beneficios, derechos y obligaciones que corresponden a cada Administración consorciada; el examen debe restringirse a los efectos que, para los terceros acreedores, tiene esta situación en el ente de derecho público.

A pesar de que no es aplicable al CUMT, por no estar constituido su Consejo de Administración correctamente, sirve como primera aproximación el artículo 28 de los Estatutos del Consorcio según el que el acuerdo de disolución que se adoptase «deberá respetar la vigencia de los derechos y obligaciones contraídas por el Consorcio frente a terceros, en cuanto legalmente subsistan y puedan ser exigidos».

Dado que el Consorcio tiene personalidad jurídica propia y que esta se mantiene mientras está en liquidación, «a los liquidadores corresponde percibir los créditos sociales y pagar las deudas sociales» (artículo 385.1 del Real Decreto Legislativo 1/2010, de 2 de julio, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley de Sociedades de Capital).

Corresponde al liquidador la determinación de la existencia de los créditos, su exigibilidad y la preferencia que puedan tener, por su naturaleza, unos respecto de otros; de tal forma que el abono de un crédito concreto por parte de la Comunidad de Madrid (ya sea directamente o mediante una aportación finalista a la tesorería del CUMT) de entre las deudas pendientes necesita de una justificación acreditada, por su necesidad, es decir y entre otros aspectos, el perjuicio que genera o puede generar la subsistencia del mencionado crédito, y por su relevancia en relación a los demás acreedores que no gozan del privilegio de una aportación finalista similar a la propuesta. 

De la documentación anexa al expediente reparado y de la que acompaña al expediente de la primera aportación extraordinaria del año 2019 (Nexus-documento contable ADOK/2019/150475), se infiere que pueden existir, al menos, los siguientes créditos pendientes: las cantidades que se refieren en las memorias y discrepancia en concepto de salario, seguros sociales e IRPF de la trabajadora doña Marina Escudero Parro (y que a la fecha de firma de esta resolución puede que se hayan incrementado), a las que deben añadirse las posibles sanciones, recargos e intereses de demora; parte del crédito que el ente mantiene con BANKIA (la parte no transferida por el Ayuntamiento de Móstoles), más los intereses devengados; el pago correspondiente al requerimiento formulado por el Juzgado de Primera Instancia nº 3 de Móstoles en el procedimiento monitorio 686/2018, más los intereses que se devenguen y otras facturas y gastos a proveedores
, 

A ello hay que añadir que la aportación que se propone por el CUMT y por la Dirección General del Suelo incluye una cantidad derivada de la hipótesis de despido de la trabajadora, que no constituye una cantidad determinada, vencida, líquida y exigible por lo que, a fecha de hoy, no debe sumarse en el cómputo de los créditos que sí cumplen con esos requisitos.

No existe, por tanto, ningún motivo que justifique la transferencia extraordinaria propuesta para el abono de los gastos derivados del salario, cuotas de Seguridad Social y declaración del IRPF de doña Marina y los que, presumiblemente se derivarán de su despido, máxime cuando la responsabilidad de la Comunidad de Madrid es solidaria con la del CUMT frente a terceros
, lo que incluye a todos los acreedores mencionados anteriormente (alguno de los cuales tienen sus créditos garantizados y otros reclamados judicialmente). 

De conformidad con las consideraciones efectuadas, esta Intervención General, 

RESUELVE

Ratificar el reparo formulado por la Intervención delegada en la fiscalización del expediente denominado Segunda aportación (extraordinaria) al Consorcio Urbanístico Móstoles Tecnológico (documento contable ADOK/2019/544704), por importe de 63.085,00 euros.
De no estar conforme con la presente resolución, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 88.1.b) de la Ley 9/1990, de 8 de noviembre, reguladora de la Hacienda de la Comunidad de Madrid, podrá elevarse discrepancia ante el Consejo de Gobierno, a quien corresponde la Resolución definitiva. 

LA INTERVENTORA GENERAL

SR. DIRECTOR GENERAL DE SUELO

SR. SECRETARIO GENERAL TÉCNICO

INTERVENTORA DELEGADA JEFE

CONSEJERÍA DE MEDIO AMBIENTE, ORDENACIÓN DEL TERRITORIO Y SOSTENIBILIDAD
� Consta en el expediente remitido a esta IG los escritos de requerimiento efectuados al Ayuntamiento de Móstoles de fecha 17 de junio, 18 de septiembre y 11 de diciembre de 2019, aunque no la fecha de registro de los mismos en la entidad municipal. 





� A fecha 3 de febrero de 2020, se acredita en Nexus embargo al CUMT a favor de la AEAT por importe de 1.792,29 euros.


� Se hace referencia a la consulta formulada por la Secretaría General Técnica en la Consejería de Medio Ambiente, Ordenación del Territorio y Sostenibilidad al Servicio Jurídico en la Consejería relativa a algunas cuestiones relacionadas con la propuesta de segunda aportación extraordinaria en 2019. El Servicio Jurídico el 17 de diciembre de 2019, en Nota Interior, se remite al informe jurídico 127/2018 de ese mismo Servicio Jurídico relativo a la primera aportación extraordinaria de 2019, sobre la cancelación de parte de la deuda del CUMT con la entidad financiera BANKIA, al que  se hace referencia posteriormente en esta resolución.


�  Normativa aludida:


Artículo 97 de la LRJSP. Liquidación y extinción de organismos públicos estatales.





Real Decreto Legislativo 1/2010, de 2 de julio, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley de Sociedades de Capital. La liquidación se regula en los artículos 371 y siguientes.


� «Artículo 4. 





El Consorcio tendrá la duración precisa para el cumplimiento de los fines señalados en los presentes Estatutos, y subsistirá mientras perduren los mencionados fines, extinguiéndose al cumplirse éstos o, en todo caso, por acuerdo de los entes consorciados».





� Este punto, el de los órganos de decisión ratificantes, se aborda en el informe 127/2018, de 10 de octubre, del Servicio Jurídico en la Consejería de Medio Ambiente y Ordenación del Territorio, anteriormente citado.





� La redacción del articulado de la LRJSP es un desarrollo de lo previsto en el CC para la extinción de las sociedades. El artículo 1700.4º señala que la sociedad se extingue por la voluntad de cualquiera de los socios en los términos establecidos en el propio CC y en el 1707 señala: «No puede un socio reclamar la disolución de la sociedad que, ya sea por disposición del contrato, ya por la naturaleza del negocio, ha sido constituida por tiempo determinado, a no intervenir justo motivo, como el de faltar uno de los compañeros a sus obligaciones, el de inhabilitarse para los negocios sociales, u otro semejante, a juicio de los Tribunales».





� Supuesto distinto se produciría en el caso de que el Ayuntamiento de Móstoles designase a los miembros del Consejo de Administración que, de conformidad con los Estatutos del CUMT, le corresponden ya que, de acuerdo con el artículo 27 de los mencionados Estatutos «Los entes consorciados podrán plantear la liquidación al Consejo de Administración cuando concurran alguna de las siguientes causas:





Imposibilidad de realización de los fines encomendados, como consecuencia de la falta o insuficiencia de las aportaciones comprometidas por las Administraciones consorciadas o por otro motivo acreditado.


[…]


Acuerdo mutuo de las Administraciones consorciadas o, en su caso, a petición de una de ellas, mediante acuerdo adoptado en virtud de causa justificada y suficiente, y de acuerdo con la legislación que le sea aplicable».





� Textualmente en el escrito de discrepancia de 3 de enero de 2020 “el impago de un número importante de facturas y gastos a proveedores”.





� El análisis legal y doctrinal de la vinculación solidaria se realiza pormenorizadamente en el Informe 127/2018, de 10 de octubre, del Servicio Jurídico en la Consejería de Medio Ambiente y Ordenación del Territorio.
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